UNA MODIFICACIÓN A LA LEY GUC

PARA ELIMINAR EL PLANEAMIENTO TERRITORIAL

JAIME MÁRQUEZ ROJAS

Miembro del Comité de 

Asesores Urbanista de la Región Metropolitana

Del Colegio de Arquitectos de Chile.
Debemos hacer conciencia, ante los tres poderes del Estado y ante la ciudadanía, que las ciudades (todas las construidas durante nuestra existencia como nación, incluida la infraestructura regional) son, junto con el territorio natural y los propios ciudadanos, los tres grandes capitales de una nación. 

El territorio demanda, conjuntamente con su explotación, una política de preservación para tener una nación sustentable. 

Los ciudadanos demandan, conjuntamente con una política de salud del cuerpo, una de educación del espíritu.

Y por su parte la magna construcción, que son las ciudades, demanda junto con su aprovechamiento y desarrollo, la conservación del patrimonio económico y cultural que ellas significan. 

Estos tres capitales primordiales de una nación, para resolver sus demandas, exigen del Estado políticas y planes, en una palabra la planificación.

En nuestro país, desde hace muchos años, está en el debate público una política y unos planes de salud y los correspondientes de educación, aunque con discutibles resultados. Sin embargo las políticas respecto de la sustentabilidad del territorio y del desarrollo de las ciudades, apenas figuran en la agenda pública y, sobre todo, no son motivo de planes, ni de debates. Estas políticas sobre el habitar ya no pueden ser reducidas al derecho a la vivienda, ellas abarcan el derecho a la pervivencia y preservación del territorio (con su consecuente traspaso a las generaciones futuras) y el derecho de todos los ciudadanos a la vida en ciudad.

La planificación del territorio y de las ciudades (aunque desprestigiada históricamente debido a la planificación centralizada de los países del este) es un hecho de la causa en el asombroso mundo tecnológico moderno. La enorme generación, concentración y acceso a la información, así como el aumento de la capacidad de gestión, que las técnicas modernas han proveído, hace posible la planificación por parte de cualesquiera.

Luego, el dilema no es hoy: "si se planifica o no planifica"; sino: si se acepta una planificación no transparente, en manos de pequeños grupos, que tienen el poder de hacerlo para su personal beneficio, o si planifica, transparentemente y con participación ciudadana, el Estado, la autoridad democráticamente elegida, y para el beneficio de todos.

El ataque que vemos hoy contra los actuales instrumentos de planificación territorial sólo pretende que no exista la planificación democrática para que reine la planificación privada.

Así, la primera falacia que debemos desenmascarar es la que sostiene que no se debe planificar el territorio, sino dejar que las fuerzas del mercado (oferta y demanda) guíen el desarrollo. Una planificación democrática con participación de los ciudadanos (en vez de la planificación centralizada, sea de grupos privados poder económico o reducidos de grupos públicos con poder político) debe perseguir varios objetivos de bien común.

Todo planeamiento, también el territorial, pertenece al mundo de la anticipación; no en el sentido de predicción, sino en el sentido de proyectación: de tener una voluntad encarnada en un proyecto -de país, de región o de ciudad- el cual, conciente y consensuadamente, queremos y debemos adoptar como comunidad para un determinado período histórico.

Hoy estamos entrado de lleno en una nueva etapa del acto creativo y de gestión que implica la construcción y re-construcción del territorio y de la ciudad. Etapa que podríamos caracterizar por el surgimiento de dos conciencias: la conciencia sistémica y la conciencia histórica.

Esto lo podemos comprender diciendo que el proceso de planeamiento debe situarse en dos coordenadas. 

Una sería la del espacio, el dónde estamos habitando (recordemos que habitar es sinónimo de construir, según un importante filósofo contemporáneo), y la otra es la coordenada del tiempo histórico: el cuándo, necesitamos tener conciencia que venimos de un pasado y vamos, a través del momento presente, hacia un futuro.

La primera conciencia, la sistémica del espacio, nos dice que los lugares son hoy partes de un todo, partes de un ecosistema natural y partes de un sistema artificial construido. Los lugares son como muñecas rusas, unas dentro de otras. Habitamos lugares interdependientes, cruzados y conectados por redes. Por eso definir los diversos territorios de acción (naturales, construidos y administrativos) e identificar las tareas y autoridades responsables que corresponden a esas diversas escalas del espacio y de la planificación, es una tarea primordial. 

Históricamente después de las familias o clanes, células básicas de la sociedad, surgen las ciudades, como la reunión de  familias dispersas en un territorio agrupadas bajo un dios y una ley común, con poder por sobre los antiguos paters familiares. Las ciudades se convierten en ciudades democráticas por la división funcional de este nuevo poder: el legislativo, el ejecutivo y el judicial.

Posteriormente, de la constitución de leyes comunes para varias ciudades, con sus territorios o provincias, nacen en los tiempos modernos las naciones. Pero para dicha constitución de las naciones se va a requerir además de la división funcional la división territorial del poder, de manera que éste esté cerca del ciudadano y posibilite la participación. Esta es una etapa pendiente en la constitución de Chile como nación, las provincias unidas o regiones federadas formando el estado moderno. Nada de ello se dice en la reforma a la Ley.

Por lo tanto, a nuestro entender, se necesitan tres, y solamente tres, niveles de integración y planificación. 

El nivel Nacional. Necesitamos un plan territorial intersectorial, por lo tanto interministerial, en una palabra sistémico, que (existiendo en otros países, aún vecinos) no existe en cambio en nuestra legislación y que, según nuestra información, se ha intentado sólo en dos ocasiones en Chile. No puede ser más evidente hoy esta falencia, frente a los problemas energéticos y los problemas de los corredores transoceánicos, para citar sólo dos desafíos internacionales de reciente notoriedad. La reforma a la Ley, reductivamente llamada “urbanística”, soslaya este crucial tema.

El nivel Regional, existiendo en la legislación vigente planes regionales, en el hecho, nunca se ha aprobado uno en nuestro país. Estos planes deben cubrir el territorio urbano y rural, la planificación debe abarcar el ecosistema natural y el sistema urbano. A nuestro entender deben eliminarse los Planes Intercomunales o Metropolitanos por estar restringidos a lo urbano y por haber impedido hasta ahora la existencia de los Regionales. La puesta en marcha de este nivel presupone una revisión de la extensión y número de regiones y la autonomía y representatividad de sus autoridades democráticamente elegidas. La reforma a la Ley tampoco dice nada al respecto.

Finalmente el tercer nivel, el Plan Comunal, cuya existencia (que ha sido fundamental en el desarrollo de nuestras ciudades, al contrario de lo que interesadamente se sostiene) amerita su perfeccionamiento y no su eliminación. Lo que correspondía en esta ocasión era potenciar los instrumentos referidos a los espacios urbanos existentes renovándolos y mejorando su calidad de vida. En cambio se ha derogado a plazo las afectaciones para la generación de espacios públicos, sin crear mecanismos de plusvalía u otros existentes en todos los países desarrollados. 

Toda esta reforma a la Ley se centra en potenciar el crecimiento extra urbano (por extensión y no por densificación) favoreciendo el traspaso de terrenos rurales a urbanos, incentivándose de esta manera la especulación con el suelo. Se trata de vendernos, una vez más y como novedad, el que la limitación del traspaso de territorio rural a urbano es el responsable del encarecimiento del suelo urbano. Desde la dictación del Decreto 420, bajo el gobierno militar, que abrió el radio urbano se ha mantenido una política de incremento constante de terrenos declarados, de hecho o potencialmente, urbanos (de 45.000 a 102.000 há el Decreto 420), con una leve disminución a la aprobación del Plan Regulador Metropolitano el año 1994, pero aumentado inmediatamente por el Plan Regulador de Chacabuco; y luego las Zoduc incluyen 8.000 há sin restricción y 12.000 adicionales con restricción (cabe destacar que de estas 20.000, en 6 años, se han desarrollado efectivamente sólo 1.500 há); posteriormente la extensión de esta modalidad de las Zoduc a todo el territorio nacional incorporará, sólo en la Región metropolitana, otras 25.000 há adicionales. Es sabido que la gestión inmobiliaria busca terrenos periféricos de bajo equipamiento, baja capacidad de carga (coeficiente de edificación) y por lo tanto de bajo valor, pero que, al aumentárseles sus condiciones de edificación, entrar al mercado con un valor de venta exponencialmente más alto (las estadísticas de los últimos años lo demuestran con altas cifras de construcción en las periferias urbanas y bajísimas en las áreas consolidadas, a pesar de su bajo aprovechamiento con edificaciones antiguas de un piso).

Esta reforma se viste del ropaje de una modernización que se contradice sola al aumentar los instrumentos de planificación de seis a nueve, cuando deberían reducirse a tres (al margen de sus seccionales de etapización, modificación o precisión, que no deben constituir en sí nuevos instrumentos). Cuáles sería las materias específicas de cada nivel de planificación y cuales las autoridades responsables, así como los necesarios equipos multidisciplinares capacitados y con estabilidad técnica para estos cometidos, es una materia que no se sospecha en esta reforma.

Finalmente todo este proceso de planeamiento a diversas escalas territoriales debe ser participativo, debe tener instancias de participación predefinidas desde sus inicios y un calendario con espacios de tiempo acotados y adecuados. Nuevamente esta reforma soslaya un asunto clave para la existencia de una planificación democrática.

Por todo lo antes dicho proponemos que esta reforma sea retirada del trámite legal y sometida a un amplio debate con instancias políticas, académicas, profesionales y ciudadanas que la conviertan efectivamente en la primera legislación territorial estudiada y consensuada en la historia de nuestro país.
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